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nn La participación política y los cultivos ilícitos son asuntos que van más allá 

del Acuerdo de paz firmado por el gobierno nacional y las Farc. Su aborda-

je integral requiere una perspectiva territorial que valore las condiciones de 

cada contexto.

nn La baja participación política se ha tratado de explicar a partir de la pre-

sencia de grupos armados y de altos niveles de victimización. Para el caso 

de Antioquia, dicha aproximación debe matizarse con hallazgos que, por 

ejemplo, muestran que algunas personas que han sido desplazadas son más 

prosociales y tienen más confianza en las instituciones. En el departamento 

existen casos valiosos de capital social que deben ser tenidos en cuenta por 

las políticas públicas que busquen mejorar la participación política.

nn La participación ciudadana en Antioquia está altamente circunscrita a las 

juntas de acción comunal y en menor medida a las veedurías ciudadanas y 

otras organizaciones sociales. Fortalecer las apuestas participativas de la so-

ciedad civil supone la necesidad de valorar las capacidades instaladas de las 

comunidades, prestando especial atención a las instancias señaladas.

nn La distribución de la coca en Antioquia sugiere una relación parcial entre 

presencia de cultivos y pocas capacidades institucionales. Debido a la impor-

tancia de los municipios dentro del acuerdo de drogas, lo anterior plantea el 

reto de fortalecer las administraciones municipales de cara a la implementa-

ción de los acuerdos.

nn Dada la importancia de controlar las comunidades aledañas a los cultivos de 

coca para el manejo del negocio, es de esperar que el movimiento político 

que surga tras la desmovilización de las Farc oriente sus esfuerzos a continuar 

el dominio político sobre las comunidades de las zonas de cultivos. Debido a 

que probablemente otros actores armados tratarán de adueñarse del nego-

cio, lo anterior hace que la presencia estatal sea no solo una garantía para la 

sustitución, sino también para la reintegración de los excombatientes.
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Presentación1

El objetivo de este texto es presentar algunas consi-

deraciones sobre el contexto del departamento de 

Antioquia en relación con la participación política y 

los cultivos ilícitos, así como algunos retos asociados 

a la implementación de los acuerdos sobre participa-

ción política y drogas ilícitas, incluidos en el Acuerdo 

de paz firmado entre el gobierno nacional y las Farc 

(Fuerzas Armadas Revolucionarias de Colombia).  

En desarrollo de lo anterior, el texto se divide en dos 

amplias secciones. La primera se refiere a la partici-

pación política en el departamento, desde la pers-

pectiva de la participación electoral y de la partici-

pación ciudadana. Esta sección comienza por una 

descripción del estado de ambos tipos de participa-

ción en Antioquia, continúa con la presentación de 

algunas conclusiones y finaliza con el planteamiento 

de algunos retos asociados a la implementación del 

punto 2 del Acuerdo de paz. 

La segunda sección aborda los cultivos ilícitos en 

tanto tema central del punto 4 del Acuerdo de paz. 

Comienza con una descripción del contexto de los 

cultivos ilícitos existentes en Antioquia desde la pers-

pectiva del territorio, los actores armados ilegales y 

1	 Este artículo se redactó en el marco de las actividades del Ob-
servatorio Colombiano de Violencia y Gobernanza, espacio 
coordinado por la Friedrich-Ebert-Stiftung en Colombia (Fes-
col), en colaboración con las universidades Eafit de Medellín, 
Icesi de Cali y del Norte, de Barranquilla. 

	 El Observatorio busca el intercambio de ideas entre institu-
ciones de educación superior, centros de pensamiento, fun-
daciones defensoras de derechos humanos e instituciones 
gubernamentales, con el objetivo de identificar problemas, 
desarrollar investigaciones y formular alternativas que pue-
dan ser utilizadas por las instituciones para hacer frente a 
los viejos y los nuevos fenómenos de violencia, crimen orga-
nizado y delincuencia común, así como a los retos sociales, 
políticos e institucionales del escenario de posconflicto en 
Colombia.

	 Agradecemos las contribuciones al texto de María José Fer-
nández (estudiante del pregrado en ciencias políticas de la 
Universidad Eafit), Juliana Tabares (politóloga de la misma 
universidad) y Camila Uribe (economista de Eafit). Asimismo, 
los aportes a la corrección de estilo de Ana María Peralta, es-
tudiante del pregrado en ciencias políticas de la Universidad 
Eafit.

los gobiernos locales de las zonas donde se ubican 

las plantaciones de coca. Luego de esto la sección 

plantea algunas conclusiones en términos de los re-

tos asociados a la implementación del acuerdo de 

drogas en el departamento.   

Introducción

Antioquia es uno de los departamentos que más ha 

sufrido las dinámicas del conflicto armado colom-

biano. Una muestra de ello es que con más de un 

millón trescientas mil víctimas (Unidad para las Víc-

timas, 2017), es el departamento con más víctimas 

en todo el país, sobrepasando en algunos casos por 

mucho a los demás.

Los impactos del conflicto armado en Antioquia se 

han manifestado de múltiples formas, entre ellas 

una gran cantidad de violaciones a los derechos 

humanos, la pérdida del capital social y humano de 

muchas comunidades, el desarrollo y la proliferación 

de economías ilegales, el aumento de la violencia ur-

bana y diversos daños a la infraestructura.

Lo anterior, sumado a las grandes dificultades que 

en algunos municipios ha tenido el estado en rela-

ción con el monopolio de la violencia, la provisión de 

servicios públicos, la corrupción y el control de alian-

zas entre algunos de sus representantes y otros ac-

tores del conflicto, ha erosionado la confianza de los 

ciudadanos en las instituciones. Esto, es importante 

agregar, ha hecho más difícil la puesta en marcha de 

procesos políticos y sociales exitosos. 

La importancia que ha tenido el conflicto armado en 

Antioquia hace del “Acuerdo final para la termina-

ción del conflicto y la construcción de una paz esta-

ble y duradera”, firmado entre el gobierno nacional 

y las Farc en noviembre de 2016, un evento de gran 

trascendencia para el departamento. Buena parte 

del éxito o el fracaso del acuerdo de paz dependerá 

del modo como este se implemente en Antioquia y 

de los resultados de dicha implementación. De ahí 

que en múltiples aspectos el departamento sea un 
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escenario estratégico en esta nueva etapa del largo 

proceso de construcción de paz en Colombia.

Si bien la implementación en Antioquia de cada uno 

de los puntos del Acuerdo permite hacer múltiples 

consideraciones, el objetivo de este texto es ofrecer 

algunas reflexiones sobre el contexto actual del de-

partamento en relación con los cultivos ilícitos y la 

participación política, aspectos centrales del punto 

2. “Participación política: apertura democrática para 

construir la paz”, y del punto 4, denominado “So-

lución al problema de las drogas ilícitas” (Gobierno 

Nacional y Farc, 2016). El texto también tiene el ob-

jetivo de señalar de forma general algunos de los 

retos que en materia de políticas públicas se asocian 

a la implementación de los señalados puntos en el 

marco del mencionado contexto departamental.

Como se verá más adelante, asuntos como la baja 

capacidad institucional de los municipios que serán 

clave para la implementación del acuerdo sobre dro-

gas ilícitas o la importancia que para la participación 

política tienen las juntas de acción comunal en el 

nivel micro, plantean importantes retos para la cons-

trucción de paz en Antioquia. 

La participación política                
en Antioquia

Contexto 

La participación política en sentido amplio puede ser 

entendida como: 

un conjunto de actividades voluntarias mediante las 

cuales los miembros de una sociedad participan en 

la selección de sus gobernantes y, directa o indirec-

tamente, en la elaboración de la política guberna-

mental (Cunill, 1991: 9). 

Esta definición señala claramente dos elementos de 

la participación política. El primero refiere a la po-

sibilidad que cada ciudadano tiene en el marco de 

un régimen democrático de elegir a los gobernantes 

que orientarán los destinos de la sociedad (participa-

ción electoral). El segundo alude a la incidencia que 

tiene la ciudadanía en la formulación de políticas y la 

puesta en marcha de procesos asociativos que bus-

quen impactar la agenda gubernamental (participa-

ción ciudadana). 

En atención a la anterior definición de participación 

política, la descripción del contexto que se ofrece a 

continuación se dividirá en dos partes. La primera se 

concentrará en la participación electoral y la segun-

da abordará la participación ciudadana.

Participación electoral2

La media nacional de participación electoral de las 

elecciones de alcaldías municipales en 2015 fue 

de 59,44%. En dichas elecciones el departamento 

con mayor participación electoral fue Casanare con 

75,90%, mientras que la participación más baja la 

reportó el Valle del Cauca con 52,10% (tabla 1). 

En el caso antioqueño, la media reportada fue de 

54,35%3, casi 22% más baja que la de Casanare, 

y la segunda más baja en el país después del Valle 

del Cauca (52,10%). En dichas elecciones, el de-

partamento de Antioquia hizo parte del grupo de 

nueve departamentos, con Arauca, Caldas, Norte 

de Santander, Risaralda, La Guajira, Vichada, Caque-

tá y Valle del Cauca, cuyo desempeño electoral se 

encuentra por debajo del 60%. De esos nueve de-

partamentos, solo dos (Antioquia y Valle del Cauca) 

tuvieron una participación inferior a 55%. 

De las nueve subregiones de Antioquia, cinco se 

ubicaron por debajo de la media nacional: Magda-

2	 Los datos sobre participación electoral a alcaldías fueron to-
mados de Registraduría Nacional del Estado Civil (2017). 

3	 La votación por partidos políticos se distribuyó de la siguien-
te manera: Partido Conservador: 20,08%; Coalición: 20%; 
Partido Liberal: 15,20%; Centro Democrático: 12,80%; Par-
tido de La U: 10,40%; Cambio Radical: 8,80%; ASI: 4%; 
Opción Ciudadana:  4%;  Mais: 1,60%; y Partido Verde: 
1,60%. 
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Tabla 1. Participación electoral en los departamentos de Colombia 
en elecciones de alcaldías, 2015

Departamento Participación electoral (%)

Casanare 75,90

Sucre 74,47

Córdoba 71,07

Boyacá 70,02

Nariño 68,10

Meta 67,77

San Andrés y Providencia 67,76

Guainía 66,50

Santander 65,61

Cundinamarca 65,27

Cesar 65,21

Huila 65,19

Magdalena 63,15

Chocó 62,74

Guaviare 62,32

Cauca 62,12

Vaupés 62,08

Quindío 61,21

Tolima 60,94

Putumayo 60,88

Amazonas 60,75

Atlántico 60,70

Bolívar 60,65

Arauca 59,29

Caldas 58,61

Norte de Santander 58,39

Risaralda 58,23

La Guajira 57,79

Vichada 57,62

Caquetá 56,79

Antioquia 54,35

Valle del Cauca 52,10

Fuente: elaboración propia con base en Registraduría Nacional del Estado Civil, 2017.

lena medio, Suroeste, Bajo Cauca, Nordeste y Valle 

de Aburrá. En términos subregionales, el occidente 

antioqueño fue la región más activa con 64,78% de 

participación, mientras que el Valle de Aburrá, con 

54,64%, fue la zona con el mayor grado de absten-

ción (tabla 2).  

A propósito de la alta participación electoral repor-

tada en la subregión del Occidente, el municipio de 

Giraldo es la localidad de mejor desempeño, con un 

porcentaje de 77,55. Por otro lado, Ituango, ubicado 

al norte del departamento, fue el municipio de peor 

comportamiento con una participación de 40,04% 

(mapa 1).

Varios estudiosos han tratado de explicar la baja par-

ticipación en los comicios a partir de la presencia de 

grupos armados y los niveles de victimización. Mau-
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Tabla 2. Participación electoral promedio en las subregiones de Antioquia,                                                 
en elecciones de alcaldías, 2015

Subregión Participación electoral (%)

Occidente 64,78

Oriente 63,96

Urabá 61,20

Norte 59,92

Magdalena medio 59,29

Suroeste 58,34

Bajo Cauca 58,02

Nordeste 55,69

Valle de Aburrá 54,64

Fuente: elaboración propia con base en Registraduría Nacional del Estado Civil, 2017.

Mapa 1. Participación electoral en los municipios de Antioquia                                                                    
en elecciones de alcaldías, 2015

Fuente: elaboración propia con base en Registraduría Nacional del Estado Civil, 2017.
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ricio Ortegón4 señala que la literatura sobre la mate-

ria plantea que la violencia se puede:

(…) convertir en un factor de inhibición al voto por 

generar sentimientos de miedo, desesperanza en el 

futuro, desencanto con los mecanismos democráti-

cos y desconfianza con la política en general y sus 

instituciones (…) (Ortegón, 2010: 66). 

Según la Misión de Observación Electoral (MOE) 

(2015), en treinta y cinco de los ciento veinticinco 

municipios que conforman el departamento de An-

tioquia tienen presencia actores armados ilegales5. 

Además, veinte  localidades antioqueñas reportan 

presencia de las Farc, lo que obedece a 16% de los 

municipios del departamento.

Al cruzar los datos de participación política y presencia 

de las Farc se puede observar que el 60% de los muni-

cipios en donde este grupo guerrillero hace presencia 

está por encima de la media departamental de parti-

cipación electoral. Además, se debe tener en cuenta 

que ninguno de los municipios de la subregión con 

más bajo desempeño en materia de participación (Va-

lle de Aburrá) reporta presencia de las Farc. 

La literatura también ha tratado de explicar la baja 

participación electoral a partir de los niveles de vic-

timización de las poblaciones. Para el caso de An-

tioquia, la Unidad para las Víctimas (2015) advierte 

que de los ciento vienticinco municipios del departa-

mento, cuarenta y seis tienen riesgo de victimización 

medio-bajo, veintisiete medio-alto, veintiuno bajo, 

veintiuno medio y diez alto. Al analizar la partici-

pación política en los municipios con riesgo alto de 

victimización (diez), solo tres de ellos se ubican por 

debajo de la media departamental. 

4	 En este punto es menester hacer una precisión: si bien el 
estudio de Ortegón (2010) hace un análisis de las elecciones 
presidenciales de 2006 en las que, según él, el influjo de los 
actores armados fue determinante en la alta participación 
reportada, el autor resalta también que la violencia y el te-
rror son agentes de inhibición del voto. Miguel García (2009) 
coincide con esta tesis.    

5	 Los grupos armados que contempla la MOE son: Farc, ELN 
(Ejército de Liberación Nacional), y grupos posdesmoviliza-
ción paramilitar (GPDP).

Lo anterior permite sugerir preliminarmente la nece-

sidad de buscar otras variables que expliquen la baja 

participación electoral en Antioquia. Como se señaló 

de forma general, la presencia de actores armados 

y los altos niveles de victimización no parecen estar 

muy relacionados con los niveles de participación6.

Participación ciudadana

En lo que respecta al segundo elemento de la parti-

cipación política considerado: la participación ciuda-

dana, es importante señalar varias cosas.

En 2015 el Barómetro de las Américas (2015a) pre-

sentó un informe a partir de una muestra de muni-

cipios con presencia de grupos armados ilegales y 

afectados por el conflicto, que hacían parte de las lo-

calidades seleccionadas por la Unidad Administrativa 

de Consolidación Territorial. Dentro de estos muni-

cipios se encuentran varias localidades antioqueñas 

cercanas al nudo del Paramillo: Ituango, Peque, Cá-

ceres y Tarazá. En el estudio que dio lugar al informe 

se hicieron encuestas en las que se indagó por diver-

sos atributos asociados al capital social. 

A los encuestados se les preguntó, por ejemplo, si 

participaban en procesos de resolución de proble-

mas en su comunidad. A esta pregunta el 32% res-

pondió afirmativamente. Adicionalmente, 24,5% de 

los encuestados aseguró participar en reuniones de 

partidos o movimientos políticos y 21% dijo asistir a 

encuentros de organizaciones de mujeres. En cuanto 

a la participación en juntas de acción comunal (JAC), 

46,1% de los encuestados dijo hacer parte de algu-

6	 A pesar de lo anterior, es importante señalar que en el mu-
nicipio de Ituango (un municipio clave para el posacuerdo) 
convergen la baja participación electoral, la presencia de 
actores armados y los altos niveles de victimización. Este mu-
nicipio tuvo la más baja participación electoral de Antioquia 
en las elecciones señaladas y, además, es un municipio en el 
que históricamente ha existido presencia del frente 18 de las 
Farc y los niveles de victimización han sido altos. Sobre este 
último punto, el Registro único de víctimas (Unidad para las 
Víctimas, 2017) señala que desde 1985 se han reportado allí 
14.496 víctimas.
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na, de tal suerte que después de las organizaciones 

religiosas –a las cuales 57,6% de los encuestados 

dijo pertenecer– las JAC fueron la segunda organiza-

ción con mayor nivel de pertenencia.  

Estos resultados resultan interesantes, entre otras 

cosas, porque al contrastarlos con los obtenidos en 

otros trabajos como la Encuesta de percepción sobre 

seguridad, victimización y convivencia realizada en 

Medellín (Alcaldía de Medellín y Centro de Análisis 

Político-Universidad Eafit, 2015), dejan en evidencia 

la existencia de niveles de capital social importantes 

en dichos municipios. En el caso de Medellín, por 

ejemplo, el número de encuestados que dijo partici-

par de la resolución de problemas en su comunidad 

fue solo de 12%, poco menos de la mitad de lo re-

portado en los municipios estudiados por el Baróme-

tro de las Américas.

Y es que algunos estudios han sugerido que en zo-

nas con altos niveles de victimización, donde presun-

tamente las circunstancias dificultan la prosocialidad 

de las comunidades y la aparición de la confianza 

(zonas como las señaladas en el anterior estudio), 

pueden encontrarse atributos de capital social valio-

sos. De acuerdo con Eslava y Giraldo:

Las personas que sufren desplazamiento padecen 

graves consecuencias de carácter económico, y 

pierden también todo su arraigo, sus relaciones de 

amistad y vecindad, todo lo cual afecta el tejido so-

cial de un territorio. Sin embargo (…) las personas 

que declaran haber sido víctimas de desplazamien-

to registran también un nivel de confianza superior 

al promedio (Eslava y Giraldo, 2014: 37).

A propósito de lo anterior, un dato destaca dentro de 

otro informe del Barómetro de las Américas (2015b): 

que quienes viven en áreas rurales y las mujeres son 

las más propensas a presentar peticiones a las ad-

ministraciones locales. También lo son las víctimas 

de la corrupción y los que participan de  reuniones 

municipales.

Continuando con la consideración sobre la participa-

ción ciudadana en Antioquia, es importante destacar 

las múltiples organizaciones que existen en el depar-

tamento y como estas se constituyen en instancias 

de participación política. 

Según cifras de la Secretaría de Participación Ciu-

dadana y Desarrollo Social de Antioquia (2016), en 

el departamento hay 5.772 organismos comunales 

con personería jurídica vigente al año 2016 y ciento 

dieciocho asociaciones de juntas de acción comunal. 

Si bien la personería jurídica no implica necesaria-

mente actividad social ni vigencia en términos de 

acciones concretas, el inventario señalado ofrece un 

acercamiento al estado de la acción comunal en el 

departamento, que sugiere la importancia de otras 

formas de participación política. 

Además, habría que mencionar a las noventa y cua-

tro organizaciones sociales que en 2015 hacían par-

te de la Federación Antioqueña de ONG, o las más 

de cuarenta organizaciones comunitarias destacadas 

por la Fundación Ideas para la Paz (2015) que traba-

jan a lo largo del departamento en asuntos relacio-

nados con las mujeres, las víctimas, las agremiacio-

nes, los jóvenes y los afrodescendientes. 

Ahora bien, el inventario de participación ciuda-

dana de aquellos municipios que reportan presen-

cia de cultivos ilícitos muestra que en dieciocho de 

ellos opera al menos una veeduría ciudadana. San 

Pedro de Urabá y Cáceres destacan con veintiún 

y once organismos de control ciudadano respec-

tivamente, mientras que en Mutatá, Nechí, Re-

medios, San Francisco, Sonsón y Zaragoza no hay 

veedurías ciudadanas activas7. En relación con las 

juntas de acción comunal, las poblaciones con pre-

sencia de cultivos ilícitos tienen un total de 1.512 

organismos comunales8 con personería jurídica. 

7	 Esta selección se basa en el interés por la hipótesis de Eslava y 
Giraldo (2014), según la cual en las localidades con condicio-
nes adversas en materia de victimización, presencia de actores 
armados y presencia de cultivos ilícitos se presentan niveles de 
prosocialidad mayores al promedio. De este análisis se excluye la 
localidad de Turbo, a cuya información no fue posible acceder.

8	 Cada una de ellas obedece a una configuración territorial 
específica, bien sea el corregimiento, la vereda o el barrio.  
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Aunque el inventario anterior no ofrece un diagnós-

tico del estado del movimiento comunal en el de-

partamento, presenta la discusión en términos de 

potencia. El número de organizaciones y juntas de 

acción comunal evidencia capacidades instaladas a 

propósito de procesos asociativos, las cuales sobrevi-

ven a pesar de condiciones que, en principio, parece-

rían adversas para la disposición a la acción colectiva.     

Conclusiones 

Participación electoral 

La baja participación electoral es un fenómeno que 

se consolida en el ámbito colombiano con el paso 

de cada comicio9. La abstención nacional para las 

elecciones de autoridades locales en 2015 fue de 

40,66%. Antioquia, como ya se señaló, fue el se-

gundo departamento con la participación electoral 

más baja en dichas elecciones.

El análisis de los datos sobre participación electoral 

y presencia de grupos armados en el departamen-

to sugiere que no existe una clara relación entre 

ambas variables. Municipios como Peque, Briceño y 

San Andrés de Cuerquia, en donde hace presencia 

al menos un actor armado –ELN, Farc o GPDP–, tie-

nen niveles de participación por encima de la media 

departamental e incluso de la nacional, mientras 

que otros como Ciudad Bolívar, Salgar o Envigado, 

donde no se reporta la presencia de dichos actores, 

tienen niveles de participación electoral muy por 

debajo del promedio antioqueño.

Además de la presencia de grupos armados, la vic-

timización es otra de las variables que se ha utiliza-

do en la literatura académica para explicar la baja 

participación electoral. Al respecto, algunos auto-

9	 La participación electoral promedio del país en elecciones 
presidenciales durante el periodo 1978-2004 fue de 44,1%. 
En las elecciones de 2006 y 2010 se mantuvo la tendencia 
a la abstención, con niveles de participación de 54,96% y 
56,44%, respectivamente. En 2014 los abstencionistas lle-
garon a representar 60% de los potenciales sufragantes.

res han señalado que eventos violentos como los 

asesinatos y los atentados terroristas son un factor 

que determina los incentivos a participar, menos-

cabando la confianza en las instituciones y en el 

sistema político mismo, logrando con ello minar “el 

espíritu de la ciudadanía en las elecciones” (Hor-

bath,  2004: 211).

Teniendo en cuenta que con 1’394.313 víctimas en 

el Registro único de víctimas (Unidad para las Víc-

timas, 2017), Antioquia es el departamento más 

victimizado por el conflicto armado, es importante 

relacionar los niveles de victimización con el compor-

tamiento de los electores. 

Como se señaló antes, la Unidad para las Víctimas 

establece cinco categorías para medir el riesgo de 

victimización: alto, medio-alto, medio, medio-bajo y 

bajo. Al analizar los veintitrés municipios que se ubi-

can por debajo de la media departamental en cuan-

to a participación electoral, se observa que ocho de 

ellos presentan riesgo de victimización medio-alto y 

alto, y diez, riesgo medio-bajo y bajo. 

Por otro lado, al seleccionar los veintitrés municipios 

más destacados en términos electorales –todos su-

peran el promedio nacional y departamental– dieci-

siete de ellos reportan riesgo de victimización medio-

bajo y bajo, y ninguno riesgo alto.    

Al mirar los anteriores datos en detalle se puede ob-

servar que en los municipios con mayor participación 

electoral no se reportó riesgo de victimización alto. 

Sin embargo, dentro del grupo de los municipios con 

menor desempeño electoral, si bien se encuentran 

algunos con riesgo alto de victimización, la mayoría 

reporta riesgo medio-bajo y bajo. Lo anterior sugiere 

de forma preliminar que, para el caso de Antioquia, 

al contrario de lo que plantea la literatura, no es cla-

ra la existencia de una relación entre participación 

electoral y victimización. No obstante, es importante 

anotar que este análisis requiere un examen más a 

fondo de los datos. 

Así, sin desconocer que la presencia de grupos ar-

mados y los niveles de victimización son variables 
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que pueden tener incidencia en el comportamiento 

electoral, los datos sugieren que en el caso de An-

tioquia dichas variables no tienen mucha capacidad 

para explicar satisfactoriamente la baja participación 

electoral en los comicios.

Participación ciudadana 

Las organizaciones comunitarias de primer grado 

son el núcleo básico de la participación ciudadana en 

el nivel municipal10, pues son la instancia mediante la 

cual los habitantes de las zonas rurales de Colombia 

pueden tramitar sus exigencias y dificultades en aras 

de encontrar soluciones11.

Es en el anterior sentido que las juntas de acción co-

munal, definidas por Sánchez como “organizaciones 

de base de carácter no lucrativo, cuya finalidad es la 

de aunar esfuerzos y recursos para el desarrollo sos-

tenible y sustentable” (Sánchez, 2014: 127), cobran 

valor. Las juntas de acción comunal son instancias 

llamadas a promover el desarrollo de las comunida-

des que representan, pues en el nivel micro12, tra-

mitan las principales exigencias rurales, o al menos, 

se constituyen como canales fundamentales de rela-

ción con la esfera municipal. 

En Antioquia la participación ciudadana se encuen-

tra circunscrita a las juntas de acción comunal y en 

10	 En Antioquia, por ejemplo, el conocimiento sobre los meca-
nismos constitucionales de participación es poco y fragmen-
tario (Centro de Análisis Político-Eafit y Centro de Estudios 
en Democracia y Asuntos Electorales (Cedae), 2014), de ahí  
que instancias tradicionales como las juantasde acción co-
munal sean las más utilizadas.   

11	 De acuerdo con la información de la Dirección para la De-
mocracia, la Participación Ciudadana y la Acción Comunal 
del Ministerio del Interior, en 2009 en Colombia había cerca 
de cincuenta mil personerías jurídicas otorgadas a juntas de 
acción comunal, con aproximadamente cinco millones de 
afiliados. De ellas, 60% se ubicaba en territorios rurales.   

12	 El nivel micro obedece a las demandas y los trámites de las 
comunidades en el ámbito barrial o veredal, en contrapo-
sición a los que tienen génesis en los ámbitos municipal o 
departamental.  

menor medida a las veedurías ciudadanas y otras or-

ganizaciones sociales. Por esto, pensar en el fortale-

cimiento de las apuestas participativas de la sociedad 

civil supone la necesidad de valorar las capacidades 

instaladas y centrar la atención en espacios como las 

juntas de acción comunal, de cara a la implemen-

tación territorial de los acuerdos de La Habana. Los 

organismos comunales se presentan como un actor 

clave en términos de relacionamiento entre el nivel 

nacional y el municipal, y como un aliado fundamen-

tal a la hora de la puesta en marcha de los acuerdos.

Retos 

La deuda de la descentralización 

Con la entrada en vigencia de la Constitución políti-

ca de 1991, Colombia inició un proceso de descen-

tralización y devolución a los niveles departamen-

tales y municipales de la prestación de la mayoría 

de los servicios públicos. Sin embargo, veinticinco 

años después de la promulgación de la carta consti-

tucional dicho proceso aún presenta grandes retos. 

Si bien la descentralización permitió el aumento en 

la cobertura de servicios públicos en gran parte del 

país, la mayoría de los procesos siguen siendo po-

testad del gobierno central y las administraciones 

municipales todavía no cuentan con las capacida-

des suficientes para tener autonomía en los proce-

sos fiscales y administrativos.     

Siguiendo la idea de autores como Moreno (2014), 

López (2016), García-Villegas, García-Sánchez, Ro-

dríguez, Revelo y Espinosa (2011), Sánchez y Pachón 

(2013), y Fundación Ideas Para la Paz (2016), quienes 

coinciden en afirmar que la descentralización es un 

factor clave en términos de “incorporación de terri-

torios”, puede plantearse que las dinámicas asocia-

das a la descentralización serán fundamentales en la 

implementación de los acuerdos de La Habana, pues 

de ellas dependerá en gran medida que las adminis-

traciones municipales cuenten con los recursos sufi-

cientes para que los acuerdos se pongan en marcha 

en el nivel territorial.
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Así, una posibilidad es descentralizar la ejecución de 

programas de intervención desde el nivel nacional. 

La tarea de los funcionarios del gobierno nacional 

debe circunscribirse al acompañamiento técnico en 

aras de fortalecer las capacidades municipales y el 

margen de maniobra de los municipios en la presta-

ción de servicios.

Fortalecimiento 				  
de las capacidades municipales 

Un proceso de descentralización efectivo que no se 

limite a la desconcentración de funciones desde la 

centralidad tendrá influjo necesariamente en el for-

talecimiento de las capacidades de las administracio-

nes locales que, finalmente, serán el canal principal 

de la implementación de los acuerdos. La descen-

tralización fiscal y administrativa tiene una relación 

positiva con la eficacia en la prestación de servicios. 

Como señalan Sánchez y Pachón (2013), un aumen-

to de 1% en los impuestos locales genera un incre-

mento de la tasa de matriculados en instituciones 

educativas.

Si se mantiene el centralismo en los procesos de 

ejecución en un contexto de posacuerdo, será muy 

complejo que los gobiernos municipales aumenten 

su margen de acción. En esa medida, su autonomía 

para intervenir situaciones específicas en términos 

de prestación de servicios será la misma que han te-

nido durante veinticinco años, es decir, limitada al 

sistema general de participaciones13.

Como advierte la Fundación Ideas para la Paz:

en los municipios del posconflicto los planes de 

desarrollo son meros formalismos y la inversión del 

estado se representa en subsidios y en los beneficios 

de los programas e instituciones del orden nacio-

nal. En esos escenarios, los alcaldes son rehenes de 

13	 Sánchez y Pachón (2013) aseguran que los gobiernos muni-
cipales invierten de manera más eficiente los recursos asocia-
dos al propio recaudo que los que captan vía sistema general 
de participaciones. 

la falta de recursos y su capacidad de incidencia es 

menor que la de funcionarios de tercera línea que 

trabajan en Bogotá (Fundación Ideas para la Paz, 

2016: 30).

En Antioquia esto se ha hecho evidente en el caso 

de los proyectos piloto de desminado humanitario 

y la oferta de programas de capacitación al sector 

agrícola que desplegaron la Cancillería y el Depar-

tamento para la Prosperidad Social en diez veredas 

del municipio de Briceño. Allí las autoridades locales 

estuvieron al margen de los señalados proyectos y la 

ejecución de programas se realizó mediante entida-

des del orden nacional.

Pareciera que las “repúblicas independientes” que 

originaron la operación Marquetalia perviven cin-

cuenta y dos años después con características muy 

similares: municipios apartados con baja capacidad 

institucional14, necesidades básicas insatisfechas y 

bajos niveles de calidad de vida. 

Como conclusión de lo anterior, puede plantearse 

que un importante reto para la construcción de una 

paz estable y duradera tiene que ver con el modo en 

que el estado logre vincular efectivamente a estos 

territorios15.

Menos es más 

Históricamente, en Colombia los partidos se han 

presentado como el único modo de participación 

política y se ha subvalorado el potencial de las orga-

nizaciones comunitarias y los movimientos políticos. 

14	 La capacidad institucional entendida como “poder infraes-
tructural” (Mann, 1993) hace referencia a que el estado 
tenga el poder y la infraestructura suficiente para movilizar 
recursos en todo el territorio en pro de sus decisiones.   

15	 Según López, todos los presidentes colombianos han tratado 
de llevar el estado a las regiones. De acuerdo con la autora, 
al comparar las regiones priorizadas por Alberto Lleras Ca-
margo (1958-1962) y las priorizadas por Juan Manuel San-
tos (2010-2014, 2014-) en 2010, no se encuentran muchas 
diferencias: “cuatro de las cinco regiones seleccionadas por 
Lleras en 1958 (Tolima, Huila, Cauca y Valle) siguen en la lista 
del presidente Santos (…)” (López, 2016: 157).  
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Al contrario de lo anterior y en consonancia con la 

perspectiva territorial que aquí se propone, los análi-

sis y las intervenciones sobre la participación política 

deben tener en cuenta las capacidades comunitarias 

de los territorios. En ese sentido, es necesario resca-

tar el rol de las juntas de acción comunal en el ni-

vel rural, organizaciones que, a pesar de tener baja 

capacidad organizativa e importantes deficiencias 

en cuanto a capacitación técnica, durante años han 

adelantado iniciativas participativas con incidencia 

en procesos políticos. 

El reto parece presentarse a partir de la necesidad 

de establecer distintas apuestas de capacitación y 

acompañamiento a las organizaciones sociales cons-

tituidas y la ciudadanía en general, a propósito de 

las distintas posibilidades de participación política 

que existen. En esa medida, es preciso llevar a cabo 

procesos formativos en las administraciones locales, 

que aborden las funciones y las responsabilidades 

que estas tienen en cuanto a la estimulación de la 

participación ciudadana. 

Además, institucionalizar las juntas de acción comu-

nal como canal de ejecución de proyectos del nivel 

nacional es una alternativa por considerar dado el 

alto grado de legitimidad con el que estas cuentan 

en el ámbito rural. Esto ofrece potencialidades para 

facilitar la puesta en marcha de iniciativas de inter-

vención como las que se desprenden de los acuerdos 

de La Habana.

Un modo de apostar por la institucionalización y 

el fortalecimiento de los organismos comunales es 

mediante procesos de formación en los municipios, 

por medio de organizaciones sociales de élite16 que 

desarrollen trabajo en el departamento, por ejemplo 

alrededor de asuntos asociados a la democracia par-

ticipativa y la cultura cívica. 

16	 En la clasificación de Peruzzotti (2010) sobre agentes de 
accountability social, las organizaciones sociales de élite se 
distinguen de otros grupos como los movimientos sociales o 
el periodismo de denuncia por su alto nivel de formación y 
su depurada capacidad organizativa.  

Es preciso considerar también la puesta en marcha 

de estrategias de socialización de los mecanismos 

de participación ciudadana en el nivel municipal, por 

medio de, por ejemplo, las personerías municipa-

les. Esto en aras de aumentar el conocimiento de la 

sociedad civil a propósito de las distintas instancias 

constitucionales de participación, tratando de am-

pliar el espectro participativo restringido tradicional-

mente al partido o a la juntas de acción comunal. Si 

bien ambos modos de participación son clave –sobre 

todo las juntas de acción comunal por su tradición y 

capacidad en el ámbito rural–, es preciso estimular 

la participación en otras instancias de carácter infor-

mal, reconociéndolas y acompañado su labor, a fin 

de que puedan establecerse redes de trabajo entre 

actores institucionales, juntas de acción comunal, 

organizaciones sociales de élite y comunidad orga-

nizada informalmente.  

Como señalan Velásquez y González (2003), los 

esfuerzos por ampliar los mecanismos de partici-

pación no parecen traducirse en un mayor empo-

deramiento ciudadano ni en el aumento de la vin-

culación ciudadana a las políticas públicas. En ese 

sentido, la cuestión de la participación política no 

debe abordarse solo en términos de la cantidad de 

espacios participativos. Es preciso evaluar también 

cuáles han sido las dinámicas que han generado las 

distintas alternativas de participación existentes y 

reorientar sus alcances. La apertura democrática no 

significa elevar el número de instancias de partici-

pación, sino más bien, propiciar que dichos escena-

rios funcionen de buena manera.

Los cultivos ilícitos en Antioquia

El contexto de los cultivos ilícitos 	            
en el departamento 

El territorio

Según datos del Observatorio Colombiano de Dro-

gas (2016), en 2015 los cultivos de coca en el te-

rritorio del departamento de Antioquia cubrían 
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2.402,57 hectáreas, equivalentes al 0,04% de la 

superficie departamental (6’361.200 ha). Dicha 

cobertura, que es similar a la de aproximadamen-

te 3.754 canchas de fútbol o la superficie del de-

partamento de Arauca, representa 2,5% del área 

cultivada con coca en el país (96.084,57 ha), y si 

bien sitúa a Antioquia como el octavo departamen-

to con mayor área cultivada entre los veintiuno con 

cultivos de la mencionada planta, lo ubica muy por 

debajo de aquellos donde más se cultiva: Nariño 

(30,97%), Putumayo (20,89%), Norte de Santan-

der (12%), Cauca (9%) y Caquetá (8%) (tabla 3)17. 

De acuerdo con estos datos, la participación de 

Antioquia en el total del área cultivada con coca 

17	

en Colombia no es importante. El 91,7% de los 

cultivos se concentra en Nariño (30,97%), Putu-

mayo (20,89%), Norte de Santander (12%), Cauca 

(9,01%), Caquetá (8,03%) y Guaviare (5,64%). Al 

comparar esto con el área cultivada en Antioquia 

(2,5%), es evidente que el gran reto de la susti-

tución de cultivos ilícitos de coca está en el sur y 

el oriente del país. Los departamentos ubicados en 

estas regiones superan por mucho el área cultiva-

da de Antioquia y el resto del país. En las demás 

regiones, solo Santander sobresale como el tercer 

departamento con mayor área cultivada.

Al adentrarse en la distribución de los cultivos de 

coca dentro del departamento, se observa que de 

Tabla 3. Área de cultivos de coca en los departamentos de Colombia, 2015

Departamento
Área

 (hectáreas)
Participación 

en el total nacional (%)

Nariño 29.755,49 30,97

Putumayo 20.067,63 20,89

Norte de Santander 11.527,11 12,00

Cauca 8.660,1 9,01

Caquetá 7.712,47 8,03

Guaviare 5.423,12 5,64

Meta 5.002,02 5,21

Antioquia 2.402,57 2,50

Chocó 1.488,8 1,55

Córdoba 1363 1,42

Bolívar 1.043,02 1,09

Valle del Cauca 689,98 0,72

Vichada 683,14 0,71

Amazonas 111,17 0,12

Guainía 36,73 0,04

Cesar 33,27 0,03

Vaupés 32,64 0,03

Santander 20,66 0,02

Arauca 17,13 0,02

Boyacá 7,71 0,01

Magdalena 6,81 0,01

Total 96.084,57 100,00

Fuente: elaboración propia con base en Observatorio Colombiano de Drogas, 2016.

17	 Es importante agregar que Antioquia no ha sido ajena al incremento reciente del área cultivada con coca en el país. De 991 hectáreas 
en 2013, el departamento pasó a 2.293 en 2014 y, como se mencionó, a 2.402,57 en 2015.
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las nueve subregiones en las que se divide Antio-

quia, seis registran cultivos: Bajo Cauca (65,9%), 

Norte (25,3%), Nordeste (4,3%), Urabá (2,5%), 

Oriente (1,7%) y Magdalena medio (0,1%). Las su-

bregiones del Suroeste, Occidente y Valle de Aburrá 

no registran plantaciones.

De otro lado, en veinticinco de los cientoveinticinco 

municipios del departamento se registran cultivos de 

coca. De los anteriores, nueve concentran el 90,8% 

del área sembrada. Estos son, en el Bajo Cauca, Tara-

zá (36,82%), Cáceres (17,49), Nechí (5,34%), El Ba-

gre (3,55%) y Zaragoza (2,78%); en el Norte, Anorí 

(10,66%), Valdivia (7,89%) y Briceño (3,81%); y en 

el Nordeste, Segovia (2,4%). Como se ve, Tarazá y 

Cáceres en el Bajo Cauca concentran más del 50% 

del área cultivada con coca en Antioquia (tabla 4). 

Este panorama muestra que los cultivos de coca en 

Antioquia están muy concentrados en las subregio-

nes del Bajo Cauca, el Norte y, en menor medida, 

el Nordeste. Además, la distribución espacial de las 

plantaciones presenta una gran adyacencia (Sar-

miento y Arias, 2015), de tal suerte que no se iden-

tifican grandes municipios productores aislados de 

otros con características similares. Al considerar la 

distribución de los cultivos en el nivel municipal, se 

observa que alrededor de 90% del área cultivada se 

Tabla 4. Área de cultivos de coca en los municipios de Antioquia, 2015

Municipio
Área 

(hectáreas)
Participación

 en el total departamental (%)

Tarazá 884,61 36,82

Cáceres 420,12 17,49

Anorí 256,05 10,66

Valdivia 189,59 7,89

Nechí 128,35 5,34

Briceño 91,45 3,81

El Bagre 85,34 3,55

Zaragoza 66,82 2,78

Segovia 58,14 2,42

Turbo 45,44 1,89

Ituango 41,37 1,72

San Francisco 29,46 1,23

Amalfi 28,36 1,18

Campamento 25,60 1,07

Yalí 12,37 0,51

Apartadó 8,90 0,37

San Luis 8,33 0,35

San Pedro de Urabá 5,28 0,22

Remedios 3,99 0,17

Yarumal 3,16 0,13

Yondó 3,08 0,13

Sonsón 2,70 0,11

San Carlos 1,44 0,06

Yolombó 1,44 0,06

Mutatá 1,18 0,05

Total 2.402,57 100,00

Fuente: elaboración propia con base en Observatorio Colombiano de Drogas, 2016.
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ubica en solo nueve de los cientoveinticinco munici-

pios, siendo Tarazá, con 36,8% del área cultivada, 

y Cáceres con 17,5% (ambos en el Bajo Cauca), los 

municipios más afectados (mapa 2). 

Al considerar la distribución espacial de los cultivos 

de coca en Antioquia dentro del mapa general de la 

distribución de los mismos en el país, se observa que 

aquellos hacen parte de un conjunto más amplio de 

cultivos, cuya distribución espacial forma un semicír-

culo continuo que recorre el eje occidente-oriente, el 

norte de la cordillera Central (pasando por el sur de 

Córdoba y por el norte y el bajo Cauca de Antioquia) 

y termina en la serranía de San Lucas. De no ser inte-

rrumpido por el Magdalena medio, este semicírculo 

de cultivos de coca se extendería hasta el norte de 

Norte de Santander y recorrería casi todo el territorio 

continental de este segmento del país, sobre el eje 

oriente-occidente.

La línea formada por el mencionado conjunto de 

cultivos delimita los contornos de un territorio que 

se extiende por encima de las fronteras departa-

mentales de Córdoba, Antioquia y Bolívar, cubrien-

do grandes extensiones tanto en el eje sur-norte 

como en el eje oriente-occidente. En este territorio 

la continuidad que expresa dicha línea es también la 

continuidad de una serie de variables que hacen del 

mismo una zona altamente favorable para el cultivo. 

Más allá de sus características biofísicas, se trata de 

Mapa 2. Área de cultivos de coca en los municipios de Antioquia, 2015

Fuente: elaboración propia con base en Observatorio Colombiano de Drogas, 2016.
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un territorio periférico, alejado de los grandes cen-

tros urbanos, con poco desarrollo y con problemas 

de debilidad institucional de los municipios que en 

él se ubican. A esto se suma la presencia histórica de 

grupos armados ilegales en zonas como el nudo del 

Paramillo o la serranía de San Lucas.

Los actores armados ilegales18

Una característica común a la mayoría de los veinti-

cinco municipios que tienen cultivos de coca en An-

tioquia es la presencia de actores armados ilegales. 

Como es de esperarse de acuerdo con la bibliografía 

sobre la materia, la presencia de actores armados y la 

existencia de cultivos de coca están correlacionadas 

en el departamento. Esta relación es apenas normal 

dada la renta ilegal que constituye para los grupos 

armados la serie de actividades asociadas a los prime-

ros eslabones de la cadena de valor del narcotráfico. 

De acuerdo con los datos de la Misión de Observa-

ción Electoral (2016), de los veinticinco municipios 

con cultivos de coca en 2015, dieciocho (72%) regis-

tran presencia de actores armados ilegales. En cator-

ce de ellos hacen presencia las Farc, en once el ELN y 

en once grupos posteriores a la desmovilización de 

los paramilitares. Si se contrasta esto con el hecho 

de que en diecisiete (48,6%) de los treinta y cinco 

municipios antioqueños que registran presencia de 

actores armados ilegales no se cultiva coca, los datos 

parecen sugerir que la existencia de cultivos de coca 

posiblemente explica en alguna medida la presen-

cia de actores armados. Esta intuición, por supuesto, 

debe ser analizada en detalle con mejores datos y  

procesos estadísticos exhaustivos.

Por otro lado, si se analiza la relación entre presencia 

de actores armados y existencia de cultivos de coca 

discriminando por tipo de actor, se encuentra que la 

asociación es más fuerte en el caso del ELN, pues en 

84,6% de los trece municipios en los que se regis-

tra presencia de este grupo se identifican cultivos de 

18	 Véase el mapa 3.

coca. Al ELN le siguen las Farc: de los veinte munici-

pios en los que hace presencia, catorce (70%) tienen 

plantaciones de coca. Por otro lado, en 47,8% de 

los veintitrés municipios que registran presencia de 

grupos armados posdesmovilización paramilitar se 

identifican cultivos de coca. Todo lo anterior sugiere 

que las guerrillas, y más el ELN que las Farc, se aso-

cian en mayor medida a esos cultivos.

Al estudiar el caso de los cuatro municipios con ma-

yor área cultivada con coca se encuentra que en Ta-

razá hacen presencia las Farc y el ELN, en Cáceres 

los tres grupos mencionados antes, en Anorí las Farc 

y el ELN, y en Valdivia tanto las dos guerrillas como 

grupos armados posdesmovilización paramilitar. 

Los gobiernos locales

Las zonas en las que se concentran los cultivos de 

coca en el departamento de Antioquia coinciden 

parcialmente con municipios débiles en materia ins-

titucional. Siguiendo la tipología de García y Espino-

sa (2012), una de las formas en las que se expresa 

la debilidad institucional tiene que ver con la gestión 

administrativa de los municipios, es decir, con el fun-

cionamiento del aparato administrativo y sus capaci-

dades burocráticas. 

Tomando como indicador de la debilidad institucional 

(entendida en términos de gestión administrativa) el 

índice de desempeño integral del Departamento Na-

cional de Planeación, los resultados de la medición 

de 2014 (Gobernación de Antioquia, 2015a) mues-

tran que el Bajo Cauca, la subregión con la mayor 

área cultivada con coca (65,9%), tiene el desempe-

ño promedio más bajo de todas las subregiones, con 

un puntaje de 64,5 en el indicador agregado. Los 

resultados muestran también que las subregiones 

del Norte y del Nordeste, que concentran el 25,3% y 

el 4,3% del área cultivada con coca en Antioquia (y 

que ocupan el segundo y tercer puesto del ranking 

correspondiente), tienen el cuarto y segundo pro-

medio subregional más bajo, con puntajes de 70,92 

(Norte) y 69,43 (Nordeste) (tabla 5). 
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Mapa 3. Municipios de Antioquia con presencia de actores armados ilegales, 2016

Fuente: elaboración propia con base en Misión de Observación Electoral, 2016.

Pasando al análisis municipal, ocho de los nueve mu-

nicipios en los que se concentra el 90,8% del área cul-

tivada con coca en Antioquia tienen puntajes inferio-

res al promedio municipal del departamento (72,47). 

El único que está por encima del promedio es Briceño 

con un puntaje de 80,29. De otro lado, el promedio 

de estos nueve municipios en el indicador de desem-

peño integral es de 63,51, lo que corresponde a un 

desempeño medio, muy por debajo del señalado pro-

medio municipal en el departamento. 

Si bien los anteriores resultados sugieren que, como 

se mencionó al inicio, existe una relación entre la 

presencia de cultivos ilícitos y la debilidad institucio-

nal, un análisis de correlación realizado con datos de 

los ciento veinticinco municipios de Antioquia entre 

las variables índice de desempeño integral y hectá-

reas cultivadas con coca, hace necesario matizar la 

intuición. Aunque el análisis mostró que la presencia 

de cultivos ilícitos de coca está asociada con la baja 

institucionalidad, la relación no resultó ser estadísti-

camente significativa. 

Además de lo anterior, el análisis de los datos del 

índice de gobierno abierto de la Procuraduría Ge-

neral de la Nación, otro indicador propuesto por 

García y Espinosa (2012) para medir las capacidades 

institucionales (esta vez expresadas como rendición 

de cuentas)19, muestra que, de las subregiones con 

19	 La rendición de cuentas como dimensión de las capacidades 
institucionales tiene que ver con que los funcionarios públi-
cos informen, expliquen y justifiquen sus decisiones, así como 
con la posibilidad de que sean sancionados ante el incumpli-
miento de sus deberes (Ríos, Cortés, Suárez y Fuentes, 2014).   
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Tabla 5. Promedio del índice de desempeño integral                                                            
en las subregiones de Antioquia, 2014

Subregión Promedio

Bajo Cauca 64,50

Nordeste 69,43

Urabá 70,27

Norte 70,92

Magdalena medio 71,63

Occidente 72,33

Suroeste 72,89

Oriente 73,40

Valle de Aburrá 83,04

		  Fuente: elaboración propia con base en Gobernación de Antioquia, 2015a.

menores puntajes en el índice, únicamente el Bajo 

Cauca con 67,8 puntos (Gobernación de Antioquia, 

2015b) se encuentra entre las subregiones que tie-

nen una importante proporción de cultivos de coca. 

Conclusiones y retos 

Es indispensable aclarar que el panorama ofrecido 

da cuenta de apenas una parte del problema del nar-

cotráfico: la relacionada con la primera etapa, la del 

cultivo y la cosecha de la hoja de coca. Las etapas de 

transformación de la hoja en pasta y base; produc-

ción de clorhidrato de cocaína; tráfico y consumo de 

la misma, son también fundamentales a la hora de 

abordar el problema y pensar en los retos que supo-

ne la implementación del Acuerdo de paz firmado 

por el gobierno nacional y las Farc.

Volviendo sobre el contexto de los cultivos de coca 

en el departamento, es posible plantear una serie de 

retos a modo de conclusiones.

Los datos muestran que si bien el problema de la 

coca está presente en el departamento y por ello las 

estrategias de sustitución deben continuar y fortale-

cerse, el gran reto de la sustitución de cultivos está 

en el sur y el oriente del país. Esto significa que el al-

cance de la participación de los esfuerzos de Antio-

quia en la solución del problema general de los cul-

tivos de coca en el país, es limitado. En este sentido, 

es importante matizar el alcance de iniciativas como 

el plan piloto de sustitución voluntaria de cultivos 

ilícitos de la zona del nudo del Paramillo y el Bajo 

Cauca. En el marco de este programa, por ejemplo, 

la sustitución que se adelanta de forma conjunta 

entre el gobierno nacional y las Farc desde julio de 

2016 en Briceño, se desarrolla en un municipio que 

tiene solo el 3,8% de los cultivos que existen en el 

departamento y el 0,1% de los existentes en el país. 

Matizar el alcance de estas iniciativas en función del 

panorama general es algo indispensable.

Por otro lado, el panorama sugiere la importancia 

de continuar la focalización de los programas de 

sustitución de matas de coca en la subregión del 

Bajo Cauca, concretamente en los municipios de Ta-

razá y Cáceres, donde se concentra poco más de la 

mitad del área cultivada en el departamento. Llamar 

la atención sobre la necesidad de esta focalización, 

si bien es algo obvio en términos de la sustitución 

de cultivos propiamente dicha, es importante en 

términos de prientar las iniciativas de atención inte-

gral que acompañan la sustitución. Enfocar en estos 

municipios dichas iniciativas, además de reducir los 

costos de transacción asociados a la puesta en mar-

cha de las mismas en diversos municipios, podría 

generar mayores niveles de eficacia. 

Si bien la focalización es importante, el análisis del 

mapa de la distribución de la coca en la región cen-

tral del país sugiere la necesidad de una perspectiva 
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que vaya más allá de intervenciones municipales o 

departamentales puntuales y propenda a la coordi-

nación de actores y la articulación de políticas (Cen-

tro de Análisis Político-Universidad Eafit y Área Me-

tropolitana del Valle de Aburrá, 2017). La curvatura 

de los cultivos de coca que atraviesa Córdoba, An-

tioquia y Bolívar es un continuo de territorios con 

serios problemas estructurales que se constituyen 

en condiciones favorables al cultivo. Más allá de la 

interrupción de dicha línea con intervenciones pun-

tuales del nivel municipal, son necesarias interven-

ciones integrales que conciban el territorio en su 

conjunto y lo aborden en función de la distribución 

espacial del cultivo. Eso hace necesario procesos de 

coordinación y articulación no solo en el eje vertical 

de las relaciones entre las entidades territoriales y 

las agencias del gobierno nacional, sino también en 

un plano horizontal de relaciones intermunicipales. 

Lo anterior es aún más claro si se tiene en cuenta 

que, en términos geográficos, sociales, económi-

cos y culturales, el Bajo Cauca, la subregión más 

afectada por los cultivos de coca, se extiende hasta 

municipios ubicados en el oriente de Córdoba y el 

sur de Bolívar (Giraldo, 2012).

En lo que respecta a las dinámicas del conflicto ar-

mado, en el departamento existe una relación entre 

presencia de cultivos ilícitos de coca y presencia de 

actores armados ilegales. Esta relación, cuyo rompi-

miento supone un reto en sí mismo, resalta la im-

portancia que como renta ilegal sigue teniendo el 

cultivo de la coca para los grupos armados ilegales. 

Sobre esto es importante agregar que, en subregio-

nes como el Bajo Cauca, a dicha renta se suma la 

que se deriva de la explotación de oro de aluvión y 

alrededor de la cual se constituye toda una econo-

mía ilegal (Giraldo y Muñoz, 2012). Según datos de 

percepción remota, Antioquia es, después de Chocó, 

el departamento con mayor participación en el total 

de hectáreas con evidencias físicas de explotación de 

oro de aluvión (Oficina de las Naciones Unidas contra 

la Droga y el Delito y Gobierno de Colombia, 2016), 

y Nechí, Zaragoza, Cáceres y El Bagre, todos en el 

Bajo Cauca, ocupan respectivamente los lugares pri-

mero, cuarto, octavo y noveno entre los diez muni-

cipios con mayores hectáreas con evidencias. Dada 

la alta probabilidad de que muchas de las evidencias 

señaladas correspondan a explotaciones ilegales, si a 

las anteriores cifras se les suman las 1.585 hectáreas 

cultivadas con coca en la subregión, es evidente que 

el estimado de los ingresos de los grupos armados 

ilegales por concepto de rentas ilegales posiblemen-

te es bastante considerable. 

La confluencia entre cultivos y actores armados de-

marca una serie de territorios de dominio político 

de las Farc y el ELN, en los que se jugará gran parte 

del éxito de los procesos políticos en el posacuerdo. 

Como señalan Gutiérrez, Tobón, Suárez, Vanegas 

y Duncan (2016), el control social de las poblacio-

nes de las zonas de cultivos ilícitos hace parte de las 

condiciones necesarias para lograr el control efecti-

vo de los cultivos. De ahí que muchas de las zonas 

del departamento en donde coinciden las Farc y los 

cultivos ilícitos de coca sean probablemente fortines 

políticos de la guerrilla, hacia los cuales probable-

mente se dirigirán los esfuerzos político-electorales 

que desde la legalidad hagan los excombatientes. 

Esto con el objetivo de continuar el control de las 

comunidades que allí habitan. Como tras la desmo-

vilización de las Farc otros actores armados intenta-

rán quedarse con los cultivos ilícitos de dichos terri-

torios y el control de las comunidades será un factor 

importante para lograrlo, es probable que surjan 

conflictos entre dichos actores y el nuevo proyecto 

político de las Farc. De ahí la importancia de que 

el estado asegure el control efectivo de dichos te-

rritorios, no solo como garantía para la sustitución 

efectiva de los cultivos ilícitos de coca, sino también 

como garantía para el éxito de la reintegración polí-

tica de los excombatientes.

Acabar el vínculo entre cultivos y actores armados va 

por tanto más allá de la desmovilización de las gue-

rrillas. Implica también la necesidad de que el esta-

do monopolice la regulaición social de los territorios 

con cultivos ilícitos y los actores políticos legales se 

conviertan en opciones para las comunidades que 

allí habitan.  
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Finalmente, la dimensión institucional del problema 

de los cultivos ilícitos de coca sugiere el reto de for-

talecer los gobiernos locales de los municipios más 

afectados, siguiendo un enfoque de coordinación y 

articulación tanto vertical como horizontal. Este for-

talecimiento implica cambiar las condiciones de fa-

vorabilidad que representan para la proliferación de 

los cultivos, las bajas capacidades de los municipios 

para gestionar sus territorios.
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